1. Informe de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social recaído en el proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual, de asignaciones familiar y maternal, del subsidio familiar y concede otros beneficios que indica. (boletín Nº 2025-05)


 


"Honorable Cámara:


 


Vuestra Comisión de Trabajo y Seguridad Social pasa a informaros, en único trámite reglamentario, acerca del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual, de asignaciones familiar y maternal, del subsidio familiar y concede otros beneficios que indica. El proyecto iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República, ha sido calificado con "discusión inmediata" en todos sus trámites constitucionales.


A la sesión que esta Comisión destinó al estudio de esta materia, asistieron el señor Ministro de Hacienda, don Eduardo Aninat U., el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, don Jorge Arrate M., el señor Subsecretario del Trabajo, don Julio Valladares, el señor Director de Presupuesto, don Joaquín Vial, y los asesores de dichas Secretarías de Estado, don José de Gregorio, don Eduardo Azócar, don Rafael Bertini y doña Eliana Quiroga.


 


-o-


 


I. ANTECEDENTES GENERALES.


 


Uno de los objetivos fundamentales que ha tenido el Supremo Gobierno es la obtención de un crecimiento sólido y sostenido cuyos resultados alcancen a todos los chilenos y, en especial, a los de menores recursos, todo ello inserto en un espíritu de concertación social de todos los sectores que hagan posible un desarrollo sostenido con equidad.


A fin de dar cumplimiento a dichos objetivos, y como una manera de tener una visión más amplia sobre la naturaleza y alcance que tiene la determinación del ingreso mínimo legal, el Supremo Gobierno, entre el 23 y 30 de abril de este año, realizó una ronda de consultas técnicas a diversos actores del ámbito económico, académico, laboral y empresarial. Dichas consultas versaron sobre la pertinencia y rol de un salario mínimo, los parámetros relevantes para la determinación de su reajustabilidad, así como su evolución e impactos económicos y sociales. Concurrieron con su opinión representantes de la Central Unitaria de Trabajadores (CUT); de la Confederación del Comercio Detallista de Chile; de la Confederación de la Pequeña Industria y Artesanado (Conupia); de la Asociación de Exportadores Manufactureros (Asexma) y del Banco Central de Chile. También participaron en la consulta académicos de los departamentos de Economía de la Universidad de Chile y de la Universidad Católica de Chile; del Instituto Libertad y Desarrollo (ILD); de la Corporación de Investigación y Estudios Económicos para Latinoamérica (Cieplan) y del Programa de Economía del Trabajo (PET) 


En primer término, cabe destacar que hubo en ella un amplio acuerdo en el sentido de señalar que el salario mínimo cumple un rol en la economía y no se justifica su eliminación. Las distintas opiniones coincidieron en que el salario mínimo es un buen instrumento para corregir fallas en el mercado del trabajo por cuanto asegura un piso salarial a quienes ocupan puestos de trabajo de muy baja productividad y que no disponen, por ello, de la capacidad de negociación o posibilidades de movilidad, que evite que sean contratados a un salarlo inferior a su productividad.


El salario mínimo ha estado creciendo sistemáticamente en términos reales entre 1990 y 1996. En efecto, el crecimiento acumulado durante este período alcanza al 44,1% real, lo que representa una tasa promedio anual de 5,4%. Estas cifras se comparan muy favorablemente con el crecimiento de las remuneraciones reales promedio de la economía, que han crecido a una tasa de 4% anual, al crecimiento de la productividad media del trabajo, que lo ha hecho al 4,2% anual, y al PIB por habitante, cuyo crecimiento alcanza a 5,2% anual. En razón de lo anterior, no podría sostenerse que este salario haya quedado rezagado respecto de otras variables de la economía.


Por otra parte, el salario mínimo no aparece como el instrumento adecuado para afectar positivamente la distribución del ingreso, ya que incrementarlo más allá de lo prudente impactará negativamente al empleo y nivel de pobreza de los grupos más vulnerables. En efecto, durante el análisis de esta materia, entre el Supremo Gobierno y las instituciones académicas, gremios del comercio y las pequeñas y medianas empresas (Pymes), se revelaron los siguientes riesgos de una política exagerada respecto del salario mínimo: reducción del empleo, desplazamiento hacia la informalidad y deserción escolar. 


Es importante destacar que en las consultas técnicas se constató que los trabajadores remunerados con el salario mínimo tienen baja escolaridad y carecen de calificaciones laborales, lo que dificulta su progreso individual y su movilidad en el mercado del trabajo. Por tanto, es política del Supremo Gobierno reforzar y perfeccionar el Programa de Nivelación y Escolarización Básica para Trabajadores, centrándolo en atender a trabajadores con escolaridad básica incompleta e implementar un Programa Especial de Capacitación y Reentrenamiento Laboral para perceptores del Salario Mínimo y Jefes de Hogar, buscando dotarlos de mayores herramientas y habilidades laborales. Ambos Programas ponen énfasis en el ámbito rural. 


Del análisis se concluye que la forma más promisoria y efectiva de avanzar en la mejoría de ingresos de las personas más pobres, es aumentando su capacidad de obtener empleos mejor remunerados. Lo anterior se logra, en la medida que tengan acceso a mejorar sus capacidades y habilidades laborales, de manera de estar en condiciones de insertarse en empresas que están mejorando su nivel competitivo.


En consecuencia, el Supremo Gobierno ha considerado necesario avanzar en cuatro líneas concretas de trabajo, a saber: disponer de un reajuste del ingreso mínimo legal equivalente al aumento sustentado en la variación de la productividad media y la inflación esperada; ampliar y profundizar la capacidad fiscalizadora del Ministerio del Trabajo; avanzar en la focalización de la asignación familiar, y crear un programa de re-entrenamiento laboral para aumentar el nivel de productividad de los jefes (as) de hogar, mejorando así sus oportunidades de empleo.


Todos estos criterios han sido considerados en esta oportunidad para determinar el monto del reajuste del salario mínimo que se propone en la presente iniciativa.


Finalmente, se reajustan, a contar del 1° de julio de 1997, las asignaciones familiares y maternal del Sistema Único de Prestaciones Familiares y el subsidio familiar de personas de escasos recursos establecido en el articulo 1° de la ley N° 18.020. Para reforzar el rol distributivo de estas medidas se ha definido un nuevo tramo para la asignación familiar, para quienes tienen un salario mensual inferior a $ 85.999. Dicho tramo considera la cifra de �$ 2.800, superior en un 12% a la máxima actual de $ 2.500, incrementándose el Subsidio Único Familiar en igual porcentaje. 


Asimismo, y considerando la difícil situación de los pensionados más pobres, se ha decidido otorgar nuevamente este año un bono de Invierno, cuyo monto ha sido reajustado en un 10% respecto del valor del año pasado, y los aguinaldos de Fiestas Patrias de 1997 y de Navidad del mismo año, beneficios asistenciales que, por una sola vez, cada año se otorgan a los pensionados que se indican en cada caso en los artículos 5º y 6º del proyecto.


 


II. MINUTA DE LAS IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.


 


En conformidad con el N° 1 del artículo 287 del Reglamento de la Corporación y para los efectos de los artículos 66 y 70 de la Constitución Política de la República, como, asimismo, de los artículos 24 y 32 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, cabe señalaros que la ideas matrices o fundamentales del proyecto son, principalmente, la de reajustar el ingreso mínimo mensual, conjuntamente con las asignaciones familiar y maternal, del subsidio familiar y, además, concede otros beneficios que el mensaje indica.


Tales ideas matrices o fundamentales se encuentran desarrolladas, en el proyecto en informe, en doce artículos permanentes que regulan las materias siguientes:


El artículo 1° eleva el ingreso mínimo mensual de $ 65.500 a $ 71.400, a contar del 1° de junio del presente año. 


Asimismo, reajusta, en igual proporción, el ingreso mínimo mensual para los trabajadores menores de 18 años de edad y para los trabajadores mayores de 65 años, como también el ingreso mínimo que se emplea para fines no remuneracionales,


El artículo 2° tiene por objeto clarificar la situación de los profesionales funcionarios afectos a la ley N° 15.076 que en conformidad al artículo 7° de dicho cuerpo legal, se les calculaba el sueldo base de sus remuneraciones en sueldos vitales, hoy ingreso mínimo Sin embargo, a partir del año 1983, al no reajustarse el valor del ingreso mínimo, se optó por hacer extensivos a estos profesionales funcionarios los reajustes generales de remuneraciones de los funcionarios de la Administración Pública que se otorgan periódicamente, por lo que, consecuencialmente, en cada ley de reajuste de los ingresos mínimos se les excluye expresamente. 


El artículo 3º reajusta, a contar del 1º de julio de 1997, las asignaciones familiares y maternal del Sistema Único de Prestaciones Familiares.


Con el objeto de avanzar en la focalización de la asignación familiar se plantean cuatro tramos fijados en $ 2.800 mensuales por carga para los beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de $ 85.999, en $ 2.750 para los beneficiarios con un ingreso mensual que superen los $ 85.999 y no excedan los $ 175.349, y en $ 940 para los beneficiarios con un ingreso mensual que supere los $ 175.349 y no excedan los $ 365.399.


El artículo 4° incrementa, a contar de la misma fecha, el valor del subsidio familiar establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.020 de $ 2.500 a $ 2.800, que beneficia a personas de escasos recursos. 


El artículo 5° concede, por una sola vez en el año 1997, a los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley N° 16.744, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual a $ 54.800, y a los beneficiarios de pensiones asistenciales del decreto ley N° 869, de 1975, un bono de invierno de $ 22,000, que se pagará en el mes de junio del año en curso, a todos los pensionados antes señalados que al primer día de dicho mes tengan 65 o más años de edad. 


Este bono será de cargo fiscal, no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno. 


No tendrán derecho al bono quienes sean titulares de más de una pensión de cualquier régimen previsional o asistencial, incluido el seguro social de la ley N° 16.744, o de pensiones de gracia, siempre que la suma de ellas supere la suma de $ 54.800.


El artículo 6° otorga, por una sola vez, a los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley �Nº 16.744, que tengan algunas de estas calidades al 31 de agosto de 1997, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 1997, de $ 7.275, el que se incrementará en $ 3.745 por cada persona que, a la misma fecha tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1° de la ley N° 18.987.


Al mismo aguinaldo, con el incremento cuando corresponda, tendrán derecho quienes, al 31 de agosto de 1997, tengan la calidad de beneficiarios de las pensiones asistenciales para inválidos y ancianos carentes de recursos a que se refiere el decreto ley N° 869, de 1975; de las establecidas en beneficio de los familiares de las víctimas de violaciones a los derechos humanos o de violencia política de la ley Nº 19.123 y de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley N° 19.129.


Asimismo, se concede un aguinaldo de Navidad del año 1997 para los pensionados. Estos aguinaldos presentan las mismas características y condiciones establecidas en leyes anteriores sobre aguinaldos a pensionados (artículos 6° y 7º del proyecto).


El artículo 8º extiende el límite que la ley Nº 18.469 dispone para que el Estado cubra el valor total de las prestaciones médicas a que se refiere dicho cuerpo legal, a los afiliados al Régimen de Prestaciones de Salud cuyo ingreso mensual no exceda de $ 71.400. En consecuencia, se eleva dicho límite, que actualmente es de $ 63.508, hasta la cantidad señalada, favoreciendo de este modo a un mayor número de personas de escasos recursos. 


El artículo 9° incrementa la dotación máxima del personal de la Dirección del Trabajo, de 1.267 a 1.297 para fortalecer, con 30 nuevos funcionarios, la fiscalización en materia laboral con el objeto de cautelar de manera más eficaz los derechos de los trabajadores.


El artículo 10 incrementa las multas por incumplimiento de las normas laborales, dada la gravedad que éste reviste.


El artículo 11 destina recursos financieros para desarrollar un programa de capacitación, focalizado hacia trabajadores jefes de hogar, de hogares uniperceptores de ingreso, que perciban el salario mínimo y que hayan permanecido a lo menos dos años percibiéndolo. En efecto, es necesario evitar que, por falta de capacidades laborales y de escasa productividad, haya trabajadores que mantengan remuneraciones insuficientes para la atención de las necesidades fundamentales.


Por último, el artículo 12 señala el financiamiento del mayor gasto fiscal que represente la aplicación de este proyecto, el que se efectuará, durante el año 1997, con transferencias del Ítem 50-01-03-25-33.104 de la Partida Tesoro Público del presupuesto vigente.


 


 


III. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DEL PROYECTO EN LA COMISIÓN.


 


DISCUSIÓN GENERAL Y PARTICULAR.


 


En el debate habido en vuestra Comisión de Trabajo y Seguridad Social, el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, don Jorge Arrate M., señaló que el proyecto de ley busca establecer el reajuste del salario mínimo mensual para el presente año y el de otras prestaciones asistenciales que allí se mencionan.


Agregó que, de acuerdo a lo discutido en años anteriores sobre el mismo tema en esta honorable Corporación, el Gobierno buscó innovar en el mecanismo para la determinación del salario mínimo. En este sentido, el Gobierno efectuó una consulta amplia que abarcó a diferentes sectores laborales, empresariales y académicos.


Además de esta consulta no se olvidó el diálogo con los actores tradicionales como por ejemplo, con Axema, Conupia, la Central Unitaria de Trabajadores.


Añadió que el proyecto en estudio, sobre la base del informe técnico elaborado con las opiniones de los actores antes mencionados, introduce sustanciales modificaciones en torno al salario mínimo.


Sobre esto, surgen tres líneas fundamentales:


1. El salario mínimo es un salario de primera contratación. Es decir, está destinado a la protección de los trabajadores que ganan menos, que tienen la más baja productividad y que, en la mayoría de los casos, se incorporan por primera vez al mundo del trabajo.


Este concepto es parte importante del debate en torno a la permanencia del salario mínimo, ya que las discrepancias obedecen fundamentalmente al concepto de salario mínimo que se utiliza.


Agregó que se hace absolutamente necesario tener en consideración que el concepto que el Gobierno maneja es el de un salario de enganche, de primera contratación, de piso, de protección a los trabajadores y no fundado en el concepto de una canasta familiar de subsistencia.


Si se compara la cifra propuesta en el proyecto con aquellas solicitadas por los diferentes sectores no significa que el Gobierno no escuche las demandas de ellos, sino, por el contrario, se trata de un salario mínimo de primera contratación que se paga a quienes se incorporan por primera vez al trabajo y pertenecen, por lo general, a un grupo familiar en que existen otros ingresos y es perceptora de una serie de prestaciones de carácter asistencial.


Si se toma como referencia lo que ocurre internacionalmente, es posible percibir la existencia de tres sistemas diferentes:


a) Hay países en los cuales no existe el salario mínimo, dado el nivel de ingreso de sus economías.


b) Países en los cuales el salario mínimo es al mismo tiempo un salario de enganche y un ingreso suficiente para la subsistencia de una familia.


c) Países como el nuestro que fijan un salario de primera contratación.


Añadió que, para el Gobierno el salario mínimo no forma parte de la política del Gobierno en materia de redistribución del ingreso, sin perjuicio de que pueda tener un efecto sobre los ingresos. No está pensado para obtener una reivindicación en torno a la situación de injusticia que afecta a un gran número de trabajadores. Por esta razón, el salario mínimo debe fundarse en una recuperación de la pérdida del poder adquisitivo como consecuencia de la inflación, considerando su reajuste de acuerdo a la inflación esperada más un porcentaje por concepto de productividad.


Sobre el tema de la productividad se está otorgando, a los trabajadores que perciben el salario mínimo, un reajuste que excede a la productividad que estos trabajadores pudieran tener.


Asimismo, el salario mínimo ha surgido como parte de una política del Gobierno en torno a cinco aspectos:


1. El salario mínimo, concebido como salario de primera contratación, es complementado con un conjunto de prestaciones sociales.


2. La naturaleza del salario mínimo, antes referida, debe ser adecuadamente difundida, especialmente a los trabajadores que lo perciben, ya que en algunos casos se les señala que se trata de un salario obligatorio.


3. El salario mínimo continuará siendo reajustado más allá del promedio de los salarios reales.


4. Se mejoran los programas de fiscalización en torno al salario mínimo, ya que no sólo se produce la desinformación en torno al mismo sino, también, la contratación de trabajadores por remuneraciones inferiores al salario mínimo o la creación de empresas por el pago de sólo el salario mínimo.


Asimismo, se aumentan en esta materia las multas por concepto de infracciones a las disposiciones laborales y se aumenta en treinta funcionarios la dotación máxima de la Dirección del Trabajo para llevar a cabo los objetivos de fiscalización.


5. Programas de Capacitación para los jefes de hogar que sean trabajadores que siguen percibiendo el salario mínimo, que puede llegar a alcanzar a 30.000 personas anuales en los próximos tres años.


Finalmente, se reajustan una serie de prestaciones de carácter asistencial, entre las cuales se encuentra el bono de invierno el cual se reajusta en un 10%.


Por su parte, el señor Ministro de Hacienda, don Eduardo Aninat, manifestó que si se considera el conjunto de prestaciones asistenciales que contiene el proyecto de ley en discusión, ello tiene un amplio impacto, tanto en el conjunto total de beneficiarios, como en los recursos globales del Presupuesto de la Nación que ello abarca.


Respecto de las asignaciones familiares, acotó el señor Ministro, se crea un tercer tramo en el rango inferior con un reajuste de un 12%, con un rango de beneficiarios total por todos los tramos de cerca de 3.300.000 personas.


En el caso de los subsidios familiares los beneficiarios son del orden de cerca de un millón más de personas.


Sobre el tema del Bono de Invierno señaló que él alcanza la suma de $ 22.000 pesos, lo que constituye un reajuste de cerca un 10%, ampliando en 50.000 los beneficiarios del mismo.


Añadió que, por primera vez se incluye en este proyecto un programa de capacitación para los jefes de hogar que perciben ingreso mínimo. La importancia de dicho programa radica en que, a pesar del incremento en términos del poder adquisitivo real, el Gobierno está consciente que este instrumento es limitado. Además, se genera un circulo vicioso, ya que el 80 por ciento del sector en que se paga el salario mínimo pertenecen a la pequeña y mediana industria, las cuales son las empresas más vulnerables, sobre todo en relación con los temas de capacitación y productividad.


Por esta razón, el Gobierno postula un programa de capacitación semejante al Chile Joven pero con la diferencia de que tiene una cobertura menos amplia y no está orientado a los desocupados, como aquél. Es decir, se orienta a aquellos asalariados que perciben el salario mínimo en forma persistente y que tienen la dificultad de ser jefes de hogar.


Por su parte, los señores Diputados miembros de vuestra Comisión expresaron su acuerdo unánime en torno a sus disposiciones, sin perjuicio de hacer presente, algunos de ellos, al Supremo Gobierno sus discrepancias respecto de la calificación de la urgencia hecha presente para su despacho, como, asimismo, respecto a la pertinencia de que se hubieren incluido en su texto materias ajenas a las que tradicionalmente se habían analizado en su discusión, tales como el aumento de la dotación de la Dirección del Trabajo, lo relativo a la capacitación de los jefes de hogar y la imposición de multas a la infracción de la conducta consagrada en el artículo 44 del Código del Trabajo.


Sometido a votación en general el proyecto se aprobó por unanimidad.


 


-o-


 


Durante el estudio pormenorizado del proyecto, vuestra Comisión adoptó, respecto de su articulado, los acuerdos siguientes:


 


Artículo 1º


Sometido a votación el artículo por incisos, se obtuvo el siguiente resultado:


 


Inciso primero


Se aprobó por unanimidad, sin debate.


 


Inciso segundo


Se aprobó por 9 votos a favor y una abstención.


 


Inciso tercero


Se aprobó por unanimidad, sin debate.


 


Artículo 2º


Se aprobó por unanimidad, sin debate.


 


Artículo 3º


Se aprobó por unanimidad, sin debate.


 


Artículo 4º


Se aprobó por unanimidad, sin debate.


 


Artículo 5º


Se aprobó por unanimidad, sin debate.


 


Artículo 6º


Se aprobó por unanimidad, sin debate.


 


Artículo 7º


Se aprobó por unanimidad, sin debate.


 


Artículo 8º


Se aprobó por unanimidad, sin debate.


 


Artículo 9º


Se aprobó por 7 votos a favor y 3 en contra.


 


Artículo 10


Se aprobó por 7 votos a favor y 3 en contra.


 


Artículo 11


Se aprobó por unanimidad, sin debate.


 


Artículo 12


Se aprobó por unanimidad, sin debate.


 


IV. ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS ORGÁNICO CONSTITUCIONALES O DE QUÓRUM CALIFICADO.


 


En el proyecto que vuestra Comisión os informa no existen normas orgánicas constitucionales ni de quórum calificado.


 


V. ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.


 


Por la naturaleza del proyecto que vuestra Comisión os informa, ella ha estimado que la Comisión de Hacienda debe conocer de la totalidad de las disposiciones contenidas en él.


 


VI. ARTÍCULOS DEL PROYECTO NO APROBADOS POR UNANIMIDAD.


 


Se encuentran en esta situación los artículos 1º, inciso segundo; 9º y 10.


 


VII. INDICACIONES RECHAZADAS.


 


Se encuentra en esta situación una indicación de la señora Prochelle, doña Marina, y los señores Alvarado y Kuschel para suprimir el artículo 9º y 10.


 


-o-


 


Como consecuencia de todo lo expuesto y por las consideraciones que os dará a conocer oportunamente el señor Diputado Informante, vuestra Comisión de Trabajo y Seguridad Social os recomienda la aprobación del siguiente:


 


 


PROYECTO DE LEY:


 


"Artículo 1º.- Elévase, a contar del 1º de junio de 1997, de $ 65.500.- a $ 71.400 el monto del ingreso mínimo mensual.


Elévase, a contar del 1º de junio de 1997, de $ 56.370.- a $ 61.445, el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores menores de 18 años de edad y para los trabajadores mayores de 65 años de edad.


Elévase, a contar del 1º de junio de 1997, el monto del ingreso mínimo mensual que se emplea para fines no remuneracionales, de $ 48.710.- a $ 53.094.


Artículo 2º.- Lo dispuesto en el artículo anterior no se aplicará para el cálculo de las remuneraciones de los profesionales funcionarios a que se refiere el artículo 7º de la ley Nº 15.076, modificado por el artículo 8º de la ley Nº 18.018.


Artículo 3º.- Reemplázase, a contar del 1º de julio de 1997, el inciso primero del artículo 1º de la ley Nº 18.987, por el siguiente:


"Artículo 1º.- A contar del 1º de julio de 1997, las asignaciones familiar y maternal del Sistema Único de Prestaciones Familiares, reguladas por el decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, tendrán los siguientes valores, según el ingreso mensual del beneficiario:


a) De $ 2.800 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de �$ 85.999;


b) De $ 2.750 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los �$ 85.999 y no exceda los $ 175.349;


c) De $ 940 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los �$ 175.349 y no exceda los $ 365.399, y


d) Las personas que tengan acreditadas o que acrediten cargas familiares y cuyo ingreso mensual sea superior a $ 365.399, no tendrán derecho a las asignaciones aludidas en este artículo. Sin perjuicio de lo anterior, mantendrán su plena vigencia los contratos, convenios u otros instrumentos que establezcan beneficios para estos trabajadores; dichos afiliados y sus respectivos causantes mantendrán su calidad de tales para los demás efectos que en derecho correspondan.".


Artículo 4º.- Fíjase en $ 2.800, a contar del 1º de julio de 1997, el valor del subsidio familiar establecido en el artículo 1º de la ley Nº 18.020.


Artículo 5°.- Concédese, por una sola vez en el año 1997, a los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley N° 16.744, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual a $ 54.800, y a los beneficiarios de pensiones asistenciales del decreto ley N° 869, de 1975, un bono de invierno de �$ 22.000, que se pagará en el mes de junio del referido año, a todos los pensionados antes señalados que al primer día de dichos mes tengan 65 o más años de edad.


El bono a que se refiere el inciso anterior será de cargo fiscal, no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.


No tendrán derecho al bono quienes sean titulares de más de una pensión de cualquier régimen previsional o asistencial, incluido el seguro social de la ley N° 16.744, o de pensiones de gracia, salvo cuando éstas no excedan en su conjunto la suma de $ 54.800 mensuales.


Artículo 6°.- Concédese, por una sola vez, a los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley �N° 16.744, que tengan algunas de estas calidades al 31 de agosto de 1997, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 1997, de $7.275, el que se incrementará en $3.745 por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1° de la ley N° 18.987.


En los casos en que las asignaciones familiares las reciba una persona distinta del pensionado, o las habría recibido de no mediar la disposición citada en el inciso precedente, el o los incrementos del aguinaldo deberán pagarse a la persona que perciba o habría percibido las asignaciones.


Asimismo, los beneficiarios de pensiones de sobrevivencia no podrán originar, a la vez, el derecho a los aguinaldos a favor de las personas que perciban asignación familiar causada por ellos. Estas últimas sólo tendrán derecho a los aguinaldos en calidad de pensionadas, como si no percibieren asignación familiar.


Al mismo aguinaldo, con el incremento cuando corresponda, que concede el inciso primero de este artículo, tendrán derecho quienes, al 31 de agosto de 1997, tengan la calidad de beneficiarios de las pensiones asistenciales del decreto ley N° 869, de 1975; de la ley N° 19.123 y de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley N° 19.129.


Cada pensionado tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión, y, en el caso de que pueda impetrar el beneficio en su calidad de trabajador afecto al artículo 11 de la ley N° 19.485, sólo podrá percibir en dicha calidad la cantidad que excede a la que le corresponda como pensionado. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y pensión, líquidas.


Los aguinaldos a que se refiere este artículo no serán imponibles.


Quienes perciban maliciosamente estos aguinaldos o el bono que otorga este artículo o el anterior, respectivamente, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.


Concédese, asimismo, por una sola vez, a los pensionados a que se refiere este artículo, que tengan algunas de las calidades que en él se señalan al 25 de diciembre del presente año, un aguinaldo de Navidad del año 1997 de $ 8.345, el que se incrementará en $ 4.710 por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban esos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1° de la ley N° 18.987.


Cada pensionado tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión.


En lo que corresponda, se aplicarán a este aguinaldo las normas establecidas en los incisos segundo, tercero, sexto y séptimo de este artículo.


Artículo 7°.- Los aguinaldos que concede esta ley, en lo que se refiere a los beneficiarios de pensiones asistenciales del decreto ley N° 869, de 1975, serán de cargo del Fisco y, respecto de los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley N° 16.744, de cargo de la institución o mutualidad correspondiente. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a dichas entidades de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pudieren financiarlos, en todo o en parte, con sus recursos o excedentes.


Artículo 8°.- Reemplázase, en el artículo 29 de la ley N° 18.469, el guarismo "$ 63.508", las dos veces que figura, por "$ 71.400".


Artículo 9°.- Auméntase a 1.297 la dotación máxima de personal de la Dirección del Trabajo para el año 1997, fijada en la ley N° 19.486, de Presupuestos del Sector Público para ese mismo año.


Artículo 10.- Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 44 del Código del Trabajo, aprobado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1994, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social:


"Las infracciones a lo dispuesto en el inciso tercero del presente artículo, serán sancionadas con una multa a beneficio fiscal de 1 a 20 Unidades Tributarias Mensuales más el incremento a que alude el inciso primero del artículo 477, en su caso.".


Artículo 11.- Con cargo a los recursos consultados en el ítem 25.31.431 del programa 03 del presupuesto vigente del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, se podrán efectuar todos los gastos necesarios para desarrollar programas de capacitación y mejoramiento de habilidades laborales de trabajadores jefes de hogar uniperceptor de ingresos, que perciban el salario mínimo y que hayan permanecido percibiéndolo a lo menos durante dos años consecutivos.


Artículo 12.- El mayor gasto fiscal que represente, durante el año 1997, la aplicación de esta ley, se financiará con transferencias del ítem 50-01-03-25-33.104 de la partida Tesoro Público del Presupuesto vigente.".


 


-o-


 


Se designó diputado informante a don Rodolfo Seguel Molina.


 


SALA DE LA COMISIÓN, a 13 de mayo de 1997.


 


Acordado en sesión de fecha 13 de mayo del año en curso, con la asistencia de los señores Alvarado, don Claudio; Ascencio, don Gabriel; Fantuzzi, don Ángel; Gajardo, don Rubén; Kuschel, don Carlos; León, don Roberto; Muñoz, don Pedro; Navarro, don Alejandro; �Prochelle, doña Marina; Salas, don Edmundo; Seguel, don Rodolfo, y Wörner, doña Martita.


Asistieron, además, la señora Rebolledo, doña Romy, y el señor Estévez, don Jaime.


 


(Fdo.): Pedro N. Muga Ramírez, Secretario de la Comisión."





